JUICIO DE REPONSABILIDAD – Contratista – Procedencia – Contrato estatal
De acuerdo con fallos de esta Corporación, el contratista, quien realiza junto con la administración la obra pública, debe responder igualmente por los riesgos a los que expone al personal contratado. Éste junto con la entidad contratante, son guardianes de la obra que adelantan y deben responder por los daños ocasionados a terceros.  
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B

Consejero ponente: DANILO ROJAS BETANCOURT
Bogotá, D.C., Bogotá D.C. veintisiete (27) de abril de dos mil doce (2012)
Radicación número: 50001-23-31-000-1996-05890-01(22676)
Actor: VÍCTOR MANUEL BRAVO AGUDELO Y OTROS
Demandado: NACIÓN - MINDEFENSA - POLICÍA NACIONAL, MUNICIPIO DE RESTREPO - META Y LUIS FELIPE MARTÍNEZ ARAGÓN
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA 
Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia del 22 de enero de 2002 proferida por la Sala de Descongestión para Fallo del Tribunal Administrativo del Meta, mediante la cual se declararon no probadas las excepciones propuestas por las entidades demandadas y se denegaron las pretensiones de la demanda. La sentencia será revocada. 

SÍNTESIS DEL CASO

Los adolescentes Henry Bravo Torres y Salomón Alejandro Abella Godoy fueron contratados para instalar unas tuberías de aguas negras dentro del sistema de alcantarillado en el barrio Los Almendros, en el marco del contrato de obra celebrado entre el municipio de Restrepo y el señor Luis Felipe Martínez Aragón. El 12 de abril de 1995, mientras se encontraban en su lugar de trabajo, un alud de tierra se desprendió de la parte alta de la faja vial, sepultando a los menores y dejándolos sin vida.  

ANTECEDENTES

I. Lo que se pretende

1. Mediante escrito con fecha del 10 de diciembre de 1996 presentado ante el Tribunal Administrativo del Meta (f. 1-17 c. 1), Víctor Manuel Bravo Agudelo y María Josefina Torres Bravo en nombre propio y en representación de sus hijos menores Claudio Alipio, Melva; Juan Carlos, Luis Humberto, Ángel Uriel, Jorge Octavio, Manuel Eduardo, Francisco Javier, Gloria Ibeth, Gladys, así como Salomón Abella Sanabria y María Stella Godoy Rodríguez, en nombre propio y en representación de su hija menor María Antonia y de sus demás hijos, Estella Lucía, Víctor Hugo y Carlos Enrique, incoaron demanda de reparación directa con el fin de que se hagan las siguientes declaraciones y condenas:

Sírvase declarar mediante sentencia ejecutoriada que el MUNICIPIO DE RESTREPO-Meta, el señor LUIS FELIPE MARTÍNEZ ARAGÓN y la NACIÓN (Ministerio de Defensa- Policía Nacional) son responsables administrativamente, los dos primeros en forma solidaria, el primero como contratante, dueño y beneficiario de la obra que se construía, el segundo por FUERO DE ATRACCIÓN, como contratista particular, de la muerte de los menores HENRY BRAVO TORRES Y SALOMÓN ALEJANDRO ABELLA GODOY, ocurridas el 12 de abril de 1995 en la zona urbana de Restrepo- Meta, Barrio los Almendros, cabecera de la cancha de la villa olímpica sobre la carrera 2 con calles 7 y 7ª, y en consecuencia se les condene a pagar a los demandantes las indemnizaciones por concepto de perjuicios morales y fisiológicos, en la cuantía que en pesos colombianos arroje cada demandante para las siguientes cantidades de gramos oro puro:

PARA CADA UNO DE LOS CUATRO PADRES:

Por perjuicios morales, 2000 gramos de oro puro.

Por perjuicios fisiológicos, 1000 gramos de oro puro.

PARA CADA UNO DE LOS HERMANOS DEMANDANTES:

Por perjuicios morales, 1300 gramos de oro puro.

Por perjuicios fisiológicos, 1000 gramos de oro puro.

Los PERJUICIOS MORALES se concretan en la afectación, en el dolor, en el sufrimiento que causa el hecho de perder, por muerte en tales circunstancias, a un hijo o un hermano, según el caso.

Los PERJUICIOS FISIOLÓGICOS se concretan, a su vez, en la pérdida del goce de vivir, en el surgimiento y persistencia de un FACTOR SICONEURÓTICO que hace aparición por causa de la muerte del menor y persiste en forma definitiva en la psiquis del pariente, causándole dificultades en su forma sentimental y afectiva, no permitiéndole llevar un vida en paz, en sosiego.

Esos perjuicios se presumen.

1.1. En respaldo de sus pretensiones, los demandantes alegan la falla del servicio del municipio por cuanto éste:

(N(o exigió para la perfección del contrato de obra pública garantía de pago de la responsabilidad extracontractual que pudiera sobrevenir con motivo de la ejecución del contrato. Era su deber legal. 

No exigió en el clausulado del contrato que el contratista debería disponer de los elementos de seguridad y salud ocupacional en la ejecución de la obra.

No exigió en el clausulado del contrato que el contratista debería poner pancartas, avisos, vayas, cintas reflectivas, etc. que anunciaran a la ciudadanía que en el sector se ejecutaban trabajos públicos. 

No ordenó ni hizo cerramiento de vía en el sector de la obra.   

No tuvo en cuenta que por esa vía era por donde pasarían y ya estaban pasando por ahí volquetas y demás vehículos pesados que iban a trabajar en la construcción y ampliación de la vía central a Cumural.

1.2. En forma similar, manifiestan que el contratista también incurrió en la falla del servicio por cuanto no dotó a sus empleados de los mínimos elementos de seguridad; no instaló señales preventivas alrededor de la obra; dejó circular carros y volquetas que iban y venían de Cumural; y contrató menores de edad sin el respectivo permiso de trabajo expedido por la autoridad competente. 

1.3. Los demandantes también afirman que la Nación Mindefensa-Policía Nacional es responsable por cuanto omitió el deber de protección respecto de los menores de edad; la Policía tiene un deber oficioso de patrullar por el municipio y revisar que contratistas de este tipo de obras no empleen a menores de edad sin licencia o permiso de las autoridades respectivas. Además, faltó al deber de cerrar la cuadra donde se realizaba la misma, de manera que el tránsito vehicular quedara suspendido en ese trayecto de la vía y omitió colocar avisos y señalización de que se trabajaba en una obra pública.  

II. Trámite procesal                                                                                                                                                                    

2. Admitida la acción, y corrido el traslado de la misma a los demandados mediante auto del 13 de enero de 1997 (f. 59-61 c. 1), los accionados presentaron contestación de la demanda, así: 
2.1. El 1 de abril de 1997 el contratista Luis Felipe Martínez Aragón (f. 83-86 c. 1) alegó la falta de jurisdicción del Tribunal Administrativo por cuanto en su opinión, las pretensiones de los demandantes se enmarcan dentro de una relación laboral exclusivamente, y por ende, le son aplicables las disposiciones del Código Sustantivo de Trabajo y el régimen de la seguridad social. Planteó como excepción previa la falta de jurisdicción.

2.2. El alcalde del municipio de Restrepo, mediante escrito del 14 de abril de 1997 (f. 91-94 c.1) adujo la presencia de dos causales eximentes de responsabilidad administrativa; de un lado, la culpa exclusiva de la víctima, por cuanto los adolescentes se expusieron imprudentemente al riesgo cuando decidieron laborar en condiciones que hacían prever un accidente. Del otro, el caso fortuito consistente en el desprendimiento de la tierra debido a la intensidad de las lluvias que cayeron en los días que antecedieron al evento trágico.   

2.3. El comandante del Departamento de Policía del Meta, en escrito del 15 de abril de 1997 (f. 98-100 c. 1), señaló que la responsabilidad por la muerte de los adolescentes es del contratista quien los empleó en la obra y de la administración municipal la cual tenía a su cargo la función de vigilar la correcta ejecución del objeto del contrato. También estableció que los padres, quienes deben cumplir con la guarda y vigilancia de sus hijos menores, son igualmente responsables del accidente. Alegó como excepción previa la falta de legitimación en la causa de los actores Carlos Enrique Abella Godoy y Víctor Hugo Abella Godoy ante la ausencia de registro que comprobara su parentesco con los adolescentes fallecidos.  

3. El 1 de abril de 1997 el señor Luis Felipe Martínez Aragón adelantó un incidente de nulidad (f. 87-88 c. 1) por falta de jurisdicción, el cual fue resuelto negativamente por el a quo (f. 118-122 c.1) y “debe distinguirse entre la indemnización que aquí se solicitó por presunta falla del servicio y la que se genera en virtud de una relación laboral cuando ocurre un accidente de trabajo, como lo alega el peticionario de la nulidad por falta de jurisdicción”.    
4. El Procurador 48 Judicial Administrativo, mediante memorial del 6 de febrero de 1997 (f. 63-68 c. 1) solicitó llamar en garantía al alcalde del municipio Víctor Manuel López Gordillo y el contratista Luis Felipe Martínez, quienes a su juicio incurrieron en culpa grave “por las circunstancias que se narran en la demanda” y quienes deberán responder “en lo personal y en la proporción que se determine”. 

4.1. El Tribunal Administrativo del Meta se pronunció al respecto mediante auto del 5 de agosto de 1997 (f. 124-128) y aceptó el llamamiento en garantía del señor Víctor Manuel López Gordillo, alcalde de Restrepo y lo negó respecto del contratista Luis Felipe Martínez Aragón por cuanto éste ya se encontraba vinculado al proceso como demandado. El llamado en garantía guardó silencio (f.147 y 148 c. 1).  

5. Mediante auto del 19 de febrero de 2001 (f. 389), el a quo corrió traslado a las partes para que alegaran de conclusión. Los accionantes, agente del Ministerio Público y demandados guardaron silencio, con excepción del comandante de la Policía Nacional quien el 5 de marzo de 2001 allegó sus alegatos (f. 391-395 c. 1). En su concepto, las pretensiones de la demanda no deben prosperar en atención a la ausencia de “omisión o acción de la Institución y el nexo causal”. Según el comandante, el contratista de la obra es el responsable de la ocurrencia de la muerte de los menores ya que dicho evento trágico se dio con ocasión de la relación laboral que éste adquirió con los dos adolescentes fallecidos. A su juicio el municipio también es responsable ya que como ordenador de la obra tenía que “ejercer el control sobre la misma”.

6. El Tribunal Administrativo del Meta emitió sentencia de primera instancia el 22 de enero de 2002 (f. 397-418 c. 2), en la que declaró no probadas las excepciones propuestas por la entidades demandadas y negó las pretensiones de la demanda. 

6.1. El a quo sostuvo que la ausencia en las cláusulas del contrato acerca de la obligación de instalar señales preventivas para advertir a los usuarios de la vía la existencia de un peligro, como adujo la parte actora, no constituyó la causa del daño. El daño se generó por un hecho de fuerza mayor y culpa exclusiva de la víctima. El primer evento es motivado de la siguiente manera:

Además de no tener respaldo probatorio en el proceso que el alud de tierra que originó el deceso de los menores hubiera sido originado por el paso de los vehículos que según manifestación del libelista transitaban por el lugar. Contrario sensu, consta que el desprendimiento de tierra obedeció a las incesantes lluvias que cayeron sobre la ciudad y por qué no decirlo, a la posible imprudencia de las víctimas.

(…)

En efecto, si bien es cierto, las condiciones no eran ese día las más adecuadas para la seguridad de quienes trabajaban por las lluvias que habían caído sobre el sitio, no es menos cierto que el derrumbe de tierra se debió a una fuerza mayor como quedó probado. 

Por otro lado carece de prueba en el plenario la imputación que el libelo demandatorio hace a la Policía Nacional. 

6.2. Con base en lo anterior no encontró “acreditada la incurrencia (sic) en una falla en la prestación del servicio exigible a la Administración.” A lo que más adelante agregó: “el hecho que se aduce como generador de perjuicios, no es imputable a los demandados. Por consiguiente, hay ausencia de responsabilidad de los accionados.” (f. 416-417 c.1) 

7. La parte demandante interpuso y sustentó (f. 420, 430-437 c. 2) oportunamente recurso de apelación contra la sentencia de primer grado, solicitando que se revoque y que, en su lugar, se acceda a las súplicas de la demanda. Lo anterior con base en los siguientes argumentos: 
7.1. El a quo analizó erradamente la responsabilidad de los demandados bajo la óptica del régimen de la falla del servicio cuando se trata de un caso de responsabilidad objetiva y de un daño antijurídico que los menores no estaban en el deber de soportar. 

7.2. El municipio incurrió en varias omisiones visibles en el articulado del contrato: no designar un interventor; no exigir al contratista póliza que garantizara el pago de la responsabilidad civil para terceros; y no ejercer el debido control y vigilancia de la ejecución del contrato.

7.3. El municipio también omitió instalar señales y avisos de seguridad de acuerdo con lo registrado en el testimonio de Didier Manuel Bobadilla quien da cuenta de la ausencia de colaboración del alcalde para señalizar la vía. 

7.4. El contratista incurrió a su vez en otras omisiones: no visitar con regularidad la obra; no entregar a los menores cascos de protección ni uniforme especial para este tipo de trabajos; emplear a los dos occisos sin la existencia del permiso laboral respectivo; ignorar los avisos que se le dieron de “cerrar las bocacalles de entrada a la cuadra donde se hacían las zanjas, en razón del paso constante de vehículos de pasajeros y carga pesada (volquetas, camiones, etc). Su negligencia sólo le permitió ordenar que hicieran allí un viaje de balastro, pero no optó por cerrar con cintas plásticas o por colocar vallas de aviso de construcción de obra pública. Esa grave omisión llevó a que continuamente siguieran pasando por el lado de la zanja, en una faja de terreno muy estrecha, el tránsito de vehículos de carga. Sumado a esto, la fragilidad del terreno por causa del intenso invierno de los últimos días, la pared de zanja cedió y se fue a lo profundo”. Lo anterior, de acuerdo con los testimonios de Didier Manuel Bobadilla, Rosalba del Carmen Doria y Graciela Escobar. 

7.5. Con base en los preavisos que se dieron al contratista de la obra, el apelante afirma que el derrumbe de tierra constituía un evento previsible, con lo cual no puede generarse la causal eximente de la responsabilidad basada en la fuerza mayor.   

8. Una vez surtido el trámite correspondiente en la segunda instancia, y corrido el traslado a las partes para que presentaran alegatos de conclusión, éstas al igual que el Ministerio Público, guardaron silencio. 
CONSIDERACIONES

I. Competencia

9. El Consejo de Estado es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, en un proceso con vocación de segunda instancia, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda (f. 3 c. 1), determinada por el valor de la mayor de las pretensiones, que corresponde a la indemnización por concepto de perjuicios morales para cada uno de los cuatro padres, supera la exigida por la norma para el efecto
.

I. Validez de los medios de prueba 

10. El 24 de septiembre de 1998 (f. 150-153 c. 1) se dio la apertura del proceso a pruebas y se allegaron y decretaron varios testimonios, algunos de los cuales no podrán ser tenidos en cuenta para decidir de fondo el proceso de la referencia:

10.1. No se dará valor probatorio a las declaraciones rendidas ante el a quo por María Josefina Torres de Bravo (f. 211-212 c.1), María Stella Godoy Rodríguez (f. 213-215 c. 1), Salomón Abella Sanabria (f. 216-218 c. 1) y el contratista Luis Felipe Martínez Aragón (f. 168-170 c.1), debido a que los declarantes son parte en el proceso que se falla
. Por lo anterior, tampoco será valorado el testimonio de Luis Felipe Martínez Aragón rendido ante la Fiscalía Décima Local de Villavicencio (f.191-192  c. 1).

10.2. Tampoco serán valorados los testimonios de Graciela Escobar Echeverry (f. 289-290 c.1), Rosalba del Carmen Doria Lara (f. 293-294) y Ausberto Ramón Herrera Peñaranda (f. 296-297 c. 1), rendidos en el curso del proceso penal ante la Fiscalía Décima Local de Villavicencio, por cuanto dichas pruebas, si bien fueron trasladadas del proceso penal en copia auténtica, no cumplen con los requisitos del artículo 229 del Código de Procedimiento Civil ya que no gozaron de la ratificación correspondiente en el curso del proceso contencioso de la referencia y tampoco fueron solicitados por todas las partes de común acuerdo, caso en el cual, se habría podido prescindir de la mencionada ratificación.  

10.3. Por el contrario, se valorarán los testimonios de Didier Manuel Bobadilla Burgos del 15 de mayo de 1995 (f. 285-288 c.1) y Gregorio Garzón Saboya del 18 de mayo de 1995 (f.291-292. c. 1), rendidos ante la fiscalía de Villavicencio dentro del proceso penal adelantado por la muerte de los adolescentes. Dichos testimonios constituyen pruebas trasladadas solicitadas por el Tribunal Administrativo del Meta a dicha fiscalía mediante auto del 19 de noviembre de 1998 (f. 165-166 c. 1). Los mismos de valorarán junto con los testimonios de ratificación que los señores Bobadilla y Garzón rindieron en este proceso, el 13 de agosto de 1999 (f. 338-341 c.1). 

10.4. También se valorarán los testimonios decretados por el a quo de Julio Roberto Mendivelso, Ana Silvia Gutiérrez, Luz Dary Franco, Abraham Bohorquez, Jesús Ángel Romero, José del Carmen Montenegro, Juan Bautista Velásquez, Carmen Heredia, Odila Ortiz y Humberto Ramos, quienes dan cuenta de la relación existente entre los occisos y sus padres y hermanos y la forma en que su muerte afectó a los mencionados familiares (f. 269-276 c. 1).   

II. Hechos probados

11. De conformidad con las pruebas válidamente aportadas al proceso, se tienen probados los siguientes hechos relevantes:

11.1. El municipio de Restrepo y el señor Luis Felipe Martínez Aragón celebraron un contrato de obra el 29 de diciembre de 1994, cuyo objeto era “elaborar la construcción, ampliación, cambio, mantenimiento y distribución de redes de alcantarillado municipal” (copia auténtica del contrato n° 53 -f. 202-203 c. 1-).   

11.2. El maestro de obra, Didier Manuel Bobadilla Burgos, subcontrató a los adolescentes Henry y Salomón Alejandro con base en el acuerdo que éste tenía con el contratista Martínez, según el cual Didier Manuel contrataba los ayudantes que necesitara y el segundo les pagaba el día. Los adolescentes recibían $7.000 diarios como retribución por su trabajo (testimonios de Didier Manuel Bobadilla Burgos rendido ante la Fiscalía Décima Local de Villavicencio el 15 de mayo de 1995 -f. 285-288 c.1- y ante el Tribunal Administrativo el 16 de diciembre de 1998 -f. 339-341 c.1-). 

11.3. Henry Bravo Torres trabajó 4 días con el maestro Didier Manuel, mientras que Salomón Alejandro Abella Godoy trabajó sólo 1 (testimonio de Didier Manuel Bobadilla Burgos rendido ante el la fiscalía décima local de Villavicencio el 15 de mayo de 1995 -f. 285-288 c.1-). 

11.4. La labor de Henry y Salomón consistía en la instalación de tubos de gres de 12 pulgadas dentro de una zanja de aproximadamente 1.40 mts de profundidad y 90 cms de ancho, en el barrio Los Almedros, municipio de Restrepo (testimonios de Didier Manuel Bobadilla Burgos rendidos ante la Fiscalía Décima Local de Villavicencio el 15 de mayo de 1995 -f. 285-288 c.1- y  ante el Tribunal Contencioso Administrativo el 16 de diciembre de 1998 -f. 339-341 c.1-). 

11.5. El 12 de abril de 1995, cerca de las 4:00 de la tarde, cuando los adolescentes junto con el maestro de obra Didier Manuel habían suspendido las labores y se encontraban sacando las palas y picas ubicadas dentro de la zanja, se derrumbó un gran pedazo de tierra desde la pendiente de la montaña contigua a la obra, sepultando al maestro hasta la cintura y a los adolescentes por completo (testimonios de Didier Manuel Bobadilla Burgos rendidos ante la Fiscalía Décima Local de Villavicencio el 15 de mayo de 1995 -f. 285-288 c.1- y ante a quo el 16 de diciembre de 1998 -f. 339-341 c.1-).

11.6. El maestro de obra logró remover la tierra alrededor de su cintura y salir de entre la tierra. Corrió pidiendo auxilio tras lo cual varios vecinos con sus propias manos y con la ayuda de palas comenzaron a excavar sacando finalmente los cuerpos sin vida de los jóvenes trabajadores (testimonios rendidos ante la Fiscalía Décima Local de Villavicencio de Gregorio Garzón Saboya el 18 de mayo de 1995 -f.291-292. c. 1- y Didier Manuel Bobadilla Burgos el 15 de mayo de 1995 -f. 285-288 c.1-; testimonio de éste último en el proceso contencioso del 16 de diciembre de 1998 -f. 339-341 c.1-, original del acta de levantamiento de cadáver -f. 173-174 c. 1- y original del registro de defunción -f. 10 y 11 c. 1-, de cada uno de los adolescentes).

11.7. Víctor Manuel Bravo Agudelo y María Josefina Torres Bravo son padres de Henry Bravo Torres (original del registro civil de nacimiento de Henry Bravo Torres -f. 14 c. 1-) y Claudio Alipio, Melva, Juan Carlos, Luis Humberto, Ángel Uriel, Jorge Octavio, Manuel Eduardo, Francisco Javier, Gloria Ibeth y Gladys –todos de apellidos Bravo Torres- son hermanos de éste (original de los registros civiles de nacimiento -f. 14, 112-114 c.1-). 

11.8. Salomón Abella Sanabria y María Stella Godoy Rodríguez son padres de Salomón Alejandro Abella Godoy (original del registro civil de nacimiento de Salomón Alejandro Abella Godoy -f. 9 c.1-) y María Antonia, Estella Lucía, Carlos Enrique y Víctor Hugo –de apellido Abella Godoy- hermanos de éste (original de los registros civiles de nacimiento -f. 9 c. 1-). 

11.9. Salomón Alejandro Abella Godoy y Henry Bravo Torres tenían 15 y 16 años, respectivamente, al momento de su muerte (originales de los registros civiles de nacimiento -f. 9 y 14 c. 1-). 

III. Problema jurídico 

12. Para emitir una decisión de mérito en el proceso de la referencia, la Sala tendrá que estudiar si en el caso concreto está demostrado el daño alegado en la demanda; si el mismo es imputable a un hecho u omisión del municipio de Restrepo y/o de la Nación-Mindefensa-Policía Nacional; y si dicha acción u omisión es constitutiva de una falla en el servicio. También deberá la Sala establecer si en el evento que dio lugar a la muerte de Henry y Salomón se presenta una causa extraña como la fuerza mayor y culpa exclusiva de la víctima que exima de responsabilidad a la administración. 

12.1. La Sala también deberá establecer la responsabilidad del contratista Luis Felipe Martínez Aragón y del ex alcalde del municipio de Restrepo Víctor Manuel López Gordillo quien fue llamado en garantía en el curso del proceso (párr. 4. y 4.1.). En la definición de este último aspecto, se determinará si el funcionario incurrió en culpa grave o dolo. 

IV. Análisis de la Sala

13. La Sala tiene por demostrado el daño alegado por los demandantes por cuanto está debidamente acreditada la muerte de los adolescentes Henry y Salomón Alejandro, ocurrida cuando fueron sepultados por un derrumbe de tierra mientras laboraban en la ejecución del contrato de obra n° 53 suscrito entre el municipio de Restrepo y Luis Felipe Martínez (párr. 11.5 y 11.6.). Adicionalmente, la Sala considera que, debido al nexo de parentesco (párr. 11.7 y 11.8.) que existía entre los fallecidos y los accionantes en reparación, es dable inferir que la muerte de aquellos implicó para éstos una situación de congoja y dolor.

Juicio de responsabilidad de la Policía Nacional 

14. Respecto de la responsabilidad de la administración, la parte actora demandó a dos entidades: el municipio de Restrepo y la Nación- Ministerio de Defensa-Policía Nacional.  

14.1. Ha señalado la jurisprudencia del Consejo de Estado -resulta especialmente relevante la sentencia proferida el 9 de octubre de 1985, radicado n° 4556- que en el curso de la ejecución de una obra pública, quien está llamado a responder es la entidad contratante, por ser ésta la propietaria de la obra. La misma situación ocurre cuando el daño se produce por el actuar del contratista:

Como de manera uniforme lo ha indicado esta Sala, no son infrecuentes los casos en que un daño antijurídico resulta del proceder -por acción u omisión- de un tercero contratista del Estado. En estos eventos, vale decir, cuando la administración contrata a un tercero para la ejecución de una obra pública, la jurisprudencia tiene determinado -desde 1985- que los eventos relacionados con daños a terceros con ocasión de la ejecución de obras públicas con el concurso de contratistas, comprometen la responsabilidad de la Administración Pública, porque: i) es tanto como si la misma Administración la ejecutara directamente, ii) la Administración es siempre la dueña o titular de la obra pública, iii) la realización de las obras siempre obedece a razones de servicio y de interés general, iv) No son oponibles a terceros los pactos de indemnidad que celebre con el contratista, esto es, exonerarse de responsabilidad extracontractual frente a esos terceros, en tanto la Administración debe responder si el servicio no funcionó, o funcionó mal. En estos eventos se configura la responsabilidad del Estado por la actuación de su contratista bajo el título de imputación de falta o falla del servicio y por lo mismo debe asumir la responsabilidad derivada de los perjuicios que puedan llegar a infligirse con ocasión de los referidos trabajos, puesto que se entiende como si la administración hubiese dado lugar al daño antijurídico
.

14.2. En este orden de ideas, el juicio de responsabilidad sólo es posible frente al municipio en su condición de propietario de la obra pública en cuyo desarrollo se generó el accidente en el que perdieron la vida los dos adolescentes y frente al contratista quien tiene a su cargo la guarda de la obra encomendada. Las actuaciones de la Policía Nacional, consistentes en no patrullar por el municipio con el fin de revisar que contratistas de este tipo de obras no emplearan a menores de edad sin licencia o permiso de las autoridades respectivas y en no colocar avisos y señalización de que se trabajaba en una obra pública (párr. 1.3.) no configuran la causa determinante del daño cuya indemnización de solicita. 

Juicio de responsabilidad subjetiva de la administración por falla del servicio 

15. En lo que tiene que ver con la naturaleza de la responsabilidad alegada, la jurisprudencia estableció que ante daños surgidos con ocasión de una obra pública el título de atribución de responsabilidad es la falla probada. También consideró que los daños padecidos en el marco de este tipo de contratos por trabajadores u obreros contratados para la realización de este tipo de actividades, deben ser considerados para todos los efectos como verdaderos terceros:
…cuando el daño lo padecen quienes intervienen en su ejecución, como trabajadores u obreros vinculados por el contratista o subcontratista de la Administración, la jurisprudencia los ha considerados para todos los efectos como verdaderos terceros, siendo aplicables como títulos de imputación de responsabilidad, los de falla probada, y en su defecto o ante la falta de prueba de ella, el de riesgo creado por el ejercicio de una actividad peligrosa, sin que éste último quede reducido al riesgo en exceso, como pasa a verse: Sobre el particular cabe destacar que la obra pública puede ejecutarse mediante la actuación directa de la Administración a través de sus funcionarios, o mediante la colaboración de terceros quienes a través del mecanismo de la contratación, la ejecutan materialmente, constituyéndose en meros ejecutores materiales de la obra y colaboradores de la Administración en el cumplimiento de los fines públicos, pero no en titulares de ésta, la cual sigue radicada en la Administración. Por tanto, el Estado, en el contrato de obra pública, como generador y organizador de una actividad de riesgo debe responder por los daños que ocasione a ese tercero colaborador o contratista, ya que el hecho de que delegue la realización de la obra no lo releva de responder, pese a que no sea guardián de la maquinaria o patrono de los trabajadores del contratista.

15.1. Así mismo, la Sala consideró que el régimen de responsabilidad aplicable  dependía de la calidad de la víctima que sufre el daño. En el caso de aquella que ejecuta la obra como colaboradora de la administración, el régimen aplicable es la falla del servicio: 

Tratándose de la ejecución de obras públicas la jurisprudencia ha manejado distintos regímenes de responsabilidad según sea la calidad  de la víctima que sufre el daño, el operador, es decir la persona que ejecuta la obra, el usuario o el tercero, bajo el entendido que si se trata del operador que ejecuta una obra pública en beneficio de la administración, el régimen aplicable sería el de la responsabilidad subjetiva bajo el título de imputación de la falla del servicio. En cambio, por regla general, un tratamiento distinto operó si la víctima del daño era el usuario o el tercero, porque en estos casos el régimen adecuado sería el de la responsabilidad objetiva, y en este escenario, en algunas oportunidades privilegió el título de imputación del riesgo creado y en otros casos habló del daño especial por el rompimiento del principio de igualdad antes las cargas públicas
.

15.2. Con base en lo anterior, el régimen aplicable a la alcaldía de Restrepo-Meta como entidad contratante es la responsabilidad subjetiva por falla del servicio. En consecuencia, la Sala se pregunta si las condiciones en que murieron Henry Bravo Torres y Salomón Alejandro Abella Godoy permiten vislumbrar una acción u omisión de la administración municipal constitutiva de una falla del servicio.

15.3. Los testimonios valorados en el proceso hacen entrever que Didier Manuel Bobadilla, maestro general de la obra, avisó a su empleador sobre la existencia de una situación peligrosa bajo la cual él y sus jóvenes colaboradores adelantaban la ejecución del contrato n° 53 suscrito entre la alcaldía y su jefe.  

15.4. Didier Manuel Bobadilla Burgos, expuso ante la fiscalía de Villavicencio, el 15 de mayo de 1995, que había avisado, con anterioridad a la ocurrencia del accidente, al señor Luis Felipe Martínez Aragón sobre el peligro de que se cayera sobre los obreros uno de los vehículos que transitaban por la vía ubicada encima de la obra (f. 285-288 c.1): 

Además, tengo que informar que unos 10 días antes del accidente, yo le conté a don Felipe, el contratista, que los carros estaban circulando por ahí normalmente y yo veía cierto riesgo que de pronto se nos venía un carro encima de la zanja y don Felipe me dijo que echáramos un viaje de balastro
 en la parte más amplia de la vía y también echamos un viaje de arena, pero eso no valió. Los carros siguieron pasando, principalmente eran volquetas de las que están haciendo el dragado y carretera nueva hacia Cumaral. Yo incluso les gritaba desde la zanja que no pasaran por ahí, que no había paso, pero los volqueteros no hacían caso y yo pienso que ese transitar de volquetas aflojó el terreno, además el mal tiempo en esos días. (f. 288) 

15.5. En sentido similar, el maestro Didier Manuel Bobadilla, en el interrogatorio adelantado dentro del proceso contencioso el 16 de diciembre de 1998, señaló que solicitó al alcalde de Restrepo la adopción de medidas para impedir el paso vehicular por la vía transitada cercana a la obra (f. 339-341 c.1):

Preguntado: Dígale al despacho si para la realización de la obra, se tomaron las precauciones del caso, esto es, señales preventivas, avisos que indicaran que la obra se estaba realizando. Contestó: Yo las señales que coloqué fue señales de balastro, yo le pedí el favor al Alcalde a ver si nos colaboraba con unos cositos amarillos para que los carros no se pasaran por esos lados y como vi que el Alcalde no nos colaboró, entonces yo atravesé viajes de balastro (f. 341). 

15.6. También le informó a la fiscalía sobre algunas medidas que se habían tomado para remediar dicho peligro:

Preguntado: Dígale al Despacho si para la realización de la obra se tomaron las precauciones del caso, esto es, señales preventivamente que indicaran que la obra se estaba realizando. Contestó: No, sólo el balastro y la arena como dije anteriormente, avisos no había de ningún tipo, tampoco había ningún tipo de aviso. A veces colocábamos piedras en un extremo de las calle pero eso no resultaba y pasaban y pasaban muchas volquetas y carros particulares también (f. 283).
15.7. Jesús Ángel Romero Godoy, amigo de la familia Abella Godoy desde hacía 20 años para la fecha de la audiencia de testimonio adelantada dentro de proceso contencioso el 26 de enero de 1999 (f. 276-273 c. 1) confirmó lo anterior: 

En cuanto a la fecha del fallecimiento no lo recuerdo, pero la forma en que murió disque (sic) fue acá en la zona urbana de Restrepo. Cuando se encontraba laborando al pie de un barranco éste se desplomó y los atrapó tanto a Alejandro como a su compañero a pesar de que el dueño de la obra estaba advertido sobre el peligro que corría por ahí, en ese sector, y disque (sic) hizo caso omiso, así como también el alcalde de turno en ese entonces, quien tuvo conocimiento y nadie hizo en absoluto nada para prevenir el peligro (f. 272).
15.7.1. Aunque la versión del señor Romero constituye un testimonio de referencia que por sí sólo no podría constituir la base de la declaración de responsabilidad administrativa que hiciera esta Corporación, sí tiene un valor indiciario, que analizado junto con las declaraciones del maestro de obra Didier Manuel Bobadilla, dota a la Sala de elementos de juicio que le permiten formarse un juicio sobre lo sucedido el 12 de abril de 1995. 
15.8. De los anteriores testimonios no es posible afirmar que se presentó un hecho de fuerza mayor: si bien no es fácil establecer que el riesgo al que fueron expuestos los adolescentes era irresistible, la Sala reconoce que fue, a todas luces, previsible. Justamente con base en las advertencias hechas por el maestro Bobadilla sobre el riesgo que constituía el alud y sus sugerencias para mitigarlo, teniendo en cuenta que él era quien permanecía en el lugar de la obra y se encargaba, en virtud de la delegación hecha por el contratista, de su ejecución, la administración y el contratista debieron tomar, de forma inmediata, las medidas dirigidas a evitar el anunciado riesgo. Dentro de dichas medidas se pueden enumerar las siguientes: suspender la ejecución de la obra durante los días de fuertes lluvias; desviar el tráfico pesado por otra ruta distinta a la transitada a través de la estrecha faja vial ubicada encima de la obra
; establecer horarios de trabajo por fuera de la “hora pico” de mayor movilidad; notificar sobre el posible riesgo a la Dirección de atención y prevención de desastres municipal o distrital, o en su defecto al cuerpo de bomberos.

15.9. En consecuencia, la falla del servicio se evidencia en la omisión de la administración en tomar las medidas referidas, u otras que de acuerdo con su mejor saber y entender, habrían evitado la muerte de los dos jóvenes obreros.   

15.9.1. La Sala tampoco considera procedente endilgarle a los adolescentes su negligencia como factor exculpante de responsabilidad: no existe prueba alguna en el expediente sobre el aviso que el municipio contratante o el contratista de la obra hubieran dado a los adolescentes acerca del peligro que corrían ingresando en el hoyo del alcantarillado en donde murieron asfixiados tras el derrumbe. No se lee llamado de atención, advertencia, sugerencia alguna en este sentido por parte del propietario de la obra o su contratista. Por el contrario, los muchachos obedecieron órdenes del maestro Didier Manuel Bobadilla quien les dio instrucciones para trabajar en el lugar donde morirían. 

Juicio de responsabilidad respecto del contratista 

16. En cuanto a la responsabilidad del contratista, señala el artículo 4º numeral 7 de la Ley 80 de 1996: “De los derechos y deberes de las entidades estatales. Para la consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales:…7. Sin perjuicio del llamamiento en garantía, repetirán contra los servidores públicos, contra el contratista o los terceros responsables, según el caso, por las indemnizaciones que deban pagar como consecuencia de la actividad contractual”. 

16.1. De acuerdo con fallos de esta Corporación, el contratista, quien realiza junto con la administración la obra pública, debe responder igualmente por los riesgos a los que expone al personal contratado. Éste junto con la entidad contratante, son guardianes de la obra que adelantan y deben responder por los daños ocasionados a terceros. Al respecto se ha señalado que: 

Se considera que en estos eventos quien realiza una obra pública a nombre de la Administrativa, comparte con ella la condición de guardián de la actividad de construcción, la cual por el riesgo que se crea tanto frente a terceros, como frente a quienes ejecutan directamente la obra, se ha considerado como una actividad de carácter peligroso. Y en todos estos casos se admite la imputabilidad a la Administración de los daños causados por el hecho de sus contratistas, reconociéndose que en tal evento sólo podrá exonerarse demostrando únicamente una causa extraña, como la fuerza mayor, el hecho exclusivo del tercero o de la víctima, y que resulta irrelevante a la hora de determinar esa responsabilidad, el hecho de que la víctima sea o no una persona vinculada por el contratista a la construcción de la obra, caso en el cual resulta evidente la exposición permanente al riesgo creado por la actividad.

16.2. En el caso concreto, está probado que el señor Luis Felipe Martínez Aragón no adoptó medidas suficientes para restringir el paso vehicular y reducir los riesgos derivados de las condiciones de ejecución de la obra: 

[E]l balastro y la arena como dije anteriormente, avisos no había de ningún tipo, tampoco había ningún tipo de aviso. A veces colocábamos piedras en un extremo de las calle pero eso no resultaba y pasaban y pasaban muchas volquetas y carros particulares también. (Testimonio de Didier Manuel Bobadilla ante la fiscalía -f. 283 c. 1-)

16.3. En vista de lo expuesto, es clara la responsabilidad en cabeza de Luis Felipe Martínez Aragón, quien descuidó sus obligaciones de guardián de la obra, y cuyo actuar incidió en forma preponderante en la causación del daño. En consecuencia deberá reintegrar el 40% de los dineros pagados por el municipio a la parte actora.  

El llamado en garantía 

17. El señor Víctor Manuel López Gordillo, alcalde del municipio de Restrepo para q contra el artículo 78 del C.C.A.
 que el juez administrativo está facultado para llamar en garantía al funcionario de la administración, de oficio o a solicitud de la entidad demandada o del ministerio público. Así, frente al reconocimiento de la responsabilidad de la administración y una vez se haya probado que la actuación del agente de la administración reviste de una culpa grave o dolo, se podrá exigir a la entidad pública que repita contra ese funcionario. En consecuencia, la Sala procede a decidir si la indemnización que en esta oportunidad debe pagar el Estado se derivó de la conducta dolosa o gravemente culposa del llamado.

17.1. Para revisar la responsabilidad del señor López Gordillo, resulta relevante recordar lo dispuesto en el artículo 90 de la Constitución, el cual consagra la cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado. El inciso primero establece que el Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el inciso segundo dispone que los agentes del Estado que por su comportamiento doloso o gravemente culposo ocasionen el daño por el cual el Estado está en el deber de reparar, serán sujetos de una acción de repetición en su contra. 

17.2. Dicha acción ha sido regulada mediante la Ley 678 de 2001, “Por medio de la cual se reglamenta la determinación de responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado a través del ejercicio de la acción de repetición o de llamamiento en garantía con fines de repetición”. Sin embargo, observa la Sala que los hechos de la presente demanda de reparación datan del año 1995, anteriores a la entrada en vigencia de la mencionada Ley, de manera que las normas aplicables para revisar la responsabilidad de los servidores públicos –en este caso del ex alcalde- se encuentran en varias disposiciones legales
.
17.3. El artículo 77 del Código Contencioso Administrativo, señala lo siguiente: “De los actos y hechos que dan lugar a responsabilidad. Sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda a la Nación y a las entidades territoriales o descentralizadas, o a las privadas que cumplan funciones públicas, los funcionarios serán responsables de los daños que causen por culpa grave o dolo en el ejercicio de sus funciones.”
17.4. Así, tanto el artículo 90 de la Constitución como el 77 del C.C.A., contemplan el dolo o la culpa grave como elemento subjetivo de la responsabilidad personal de los agentes del Estado. Se pregunta entonces la Sala: ¿La actuación u omisión del ex alcalde López Gordillo constituye alguno de dichos elementos subjetivos que permita entablar su responsabilidad a título personal? 

17.5. Como se mencionó anteriormente, la obra es de propiedad de la entidad contratante, lo cual hace que se exija del alcalde la máxima diligencia y cuidado respecto de las condiciones en que se ejecuta la obra, de manera que dichas condiciones no constituyan un riesgo para la seguridad e integridad de terceros. Sin embargo, la declaración rendida por el maestro Didier Manuel Bobadilla en el interrogatorio adelantado dentro del proceso contencioso (párr. 14.7.), no aporta a la Sala suficientes elementos de juicio para condenar al alcalde del municipio de Restrepo por el daño probado en este proceso. Si bien el maestro de obra le solicitó al alcalde tomar medidas de prevención, no le explicó las razones que respaldaban su sugerencia, es decir, la dimensión del riesgo al que se encontraban sometidos quienes trabajaban en la obra. En este orden de ideas, y ante la ausencia de otros elementos de prueba, la Sala no encuentra probados el dolo o la culpa grave en la actuación del señor Víctor Manuel López Gordillo, razón por la cual se deniegan las pretensiones de los demandantes dirigidas a reconocer su responsabilidad en el acaecimiento del daño aludido. 

V. Perjuicios 

18. La parte actora ha solicitado el reconocimiento de perjuicios morales y de perjuicios fisiológicos para los padres y hermanos de Salomón Alejandro Abella Godoy y Henry Bravo Torres. 

18.1. En cuanto a los perjuicios morales solicitó el pago de 2000 gramos de oro puro para cada uno de los padres y 1300 gramos oro para cada uno de los hermanos de los adolescentes fallecidos (párr. 1). 

18.2. Con base en el vínculo de parentesco entre Henry Bravo Torres respecto de: Víctor Manuel Bravo Agudelo y María Josefina Torres Bravo (padres), Claudio Alipio Bravo Torres, Melva Bravo Torres, Juan Carlos Bravo Torres, Luis Humberto Bravo Torres, Ángel Uriel Bravo Torres, Jorge Octavio Bravo Torres, Manuel Eduardo Bravo Torres, Francisco Javier Bravo Torres, Gloria Ibeth Bravo Torres y Gladys Bravo Torres (hermanos) (párr. 11.7). Y de Salomón Alejandro Abella Godoy respecto de: Salomón Abella Sanabria y María Stella Godoy Rodríguez (padres), María Antonia Abella Godoy, Estella Lucía Abella Godoy, Carlos Enrique Abella Godoy y Víctor Hugo Abella Godoy (hermanos) (párr. 11.8), se puede inferir, aplicando las reglas de la experiencia, que entre todos ellos existe un lazo afectivo y, por lo tanto, que sufrieron pena, aflicción y dolor a causa de la muerte de los adolescentes, lo cual los legitima para reclamar la reparación de perjuicios morales causados. 

18.3. La Sala considera que el dolor y aflicción causados a los padres de los demandantes tras la muerte de los dos adolescentes hace procedente reconocer el valor de los perjuicios morales en su mayor grado, el cual corresponde, de acuerdo con la jurisprudencia de la Sala, a cien (100) salarios mínimos legales mensuales. 

18.4. Así, a cada uno de los padres de Henry y Salomón Alejandro se le reconocerá una indemnización de cien (100) salarios mínimos legales mensuales y a cada uno de sus hermanos y hermanos, una indemnización de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales.

19. Los demandantes también solicitaron el pago de 1000 gramos oro por concepto de perjuicios fisiológicos para cada uno de los padres y hermanos de los adolescentes fallecidos. 

19.1. El perjuicio fisiológico, denominado en reciente jurisprudencia del Consejo de Estado como daño a la salud
, únicamente es predicable respecto de la persona que ha sufrido directamente una afectación a su integridad física o consecuencias psicofísicas, derivadas del hecho generador del daño. Se excluye de su reconocimiento a los parientes y allegados de quien murió o sufrió lesiones en el marco de la actividad del Estado.  

19.2. Podría pensarse que la parte actora realizó una inadecuada denominación del perjuicio solicitado y quiso referirse a la alteración grave a las condiciones de existencia. De acuerdo con la jurisprudencia de la Sección Tercera
, una persona será titular de dicho perjuicio inmaterial cuando se “modifique en modo superlativo sus condiciones habituales, en aspectos significativos de la normalidad que el individuo llevaba y que evidencien efectivamente un trastocamiento de los roles cotidianos, a efectos de que la alteración sea entitativa de un perjuicio autónomo, pues no cualquier modificación o incomodidad sin solución de continuidad podría llegar a configurar este perjuicio.”
 y en aquellos casos en los que sea evidente una “modificación anormal del curso de la existencia del demandante, en sus ocupaciones, en sus hábitos o en sus proyectos”
 o “las modificaciones aportadas al modo de vida de los demandantes por fuera del mismo daño material y del dolor moral”
.

19.3. En la diligencia de recepción de testimonios llevada a cabo el 26 de enero de 1999 dentro del proceso contencioso (f. 269-276 c. 1) de Julio Roberto Mendivelso, Ana Silvia Gutiérrez, Luz Dary Franco, Abraham Bohorquez, Jesús Ángel Romero, José del Carmen Montenegro, Juan Bautista Velásquez, Carmen Heredia, María Odilia pardo de Ortiz y Humberto Ramos, vecinos y amigos de la familia de los dos occisos, lo que se establece no es más que el daño moral sufrido por los familiares de ambas víctimas. De su lectura no es posible derivar la existencia de un perjuicio con entidad propia distinto a aquel. No se evidencian cambios bruscos y relevantes en las condiciones de vida de alguno de los parientes. Si bien los testigos señalan que los parientes de los adolescentes se sentían muy acongojados, que lloraban con frecuencia y que iban seguido al cementerio durante los primeros meses posteriores al accidente, de ello no es posible desprender un cambio radical, evidente y superlativo en la vida cotidiana de dichas personas. Por estas razones se denegará la existencia del perjuicio a la alteración grave a las condiciones de existencia.  

V. Costas 

20. No hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia en el caso concreto actuación temeraria de ninguna de las partes, condición exigida por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 para que se proceda de esta forma.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE
PRIMERO. REVOCAR la sentencia proferida por la Sala de Descongestión para Fallo del Tribunal Administrativo del Meta del 31 de octubre de 2001, mediante la cual se denegaron las pretensiones de la demanda. 

SEGUNDO.  DECLARAR administrativa y patrimonialmente responsable al municipio de Restrepo por los perjuicios padecidos por los demandantes como consecuencia de los hechos acaecidos el 12 de abril de 1995, en los que resultaron muertos los adolescentes Henry Bravo Torres y Salomón Alejandro Abella Godoy.

TERCERO. Como consecuencia de lo anterior CONDÉNASE:

A. Al municipio de Restrepo a pagar a cada una de las siguientes personas la suma equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria de la presente sentencia, por concepto de perjuicios morales: Víctor Manuel Bravo Agudelo, María Josefina Torres Bravo, Salomón Abella Sanabria y María Stella Godoy Rodríguez, padres de los adolescentes fallecidos.

B. Al municipio de Restrepo a pagar a cada una de las siguientes personas, la suma equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la ejecutoria de la presente sentencia, por concepto de perjuicios morales: Claudio Alipio, Melva Juan Carlos, Luis Humberto, Ángel Uriel, Jorge Octavio, Manuel Eduardo, Francisco Javier, Gloria Ibeth, Gladys –todos de apellidos Bravo Torres-, así como a María Antonia, Estella Lucía, Víctor Hugo y Carlos Enrique –todos de apellidos Abella Godoy- , hermanos de los dos adolescentes fallecidos.

CUARTO. CONDENAR a Luis Felipe Martínez Aragón, contratista de la obra, a reintegrar al municipio de Restrepo el cuarenta por ciento (40%) de las sumas de dinero que la entidad condenada pague a los demandantes.

QUINTO. DENEGAR las demás pretensiones de la demanda.

SEXTO. Sin condena en costas.

SÉPTIMO. Por secretaría EXPÍDANSE copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil, las cuales se entregarán a quien acredite estar actuando como apoderado judicial dentro del proceso.

OCTAVO. Ejecutoriada la presente sentencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de primera instancia para lo de su cargo.
NOVENO. Cúmplase lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.
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DANILO ROJAS BETANCOURTH

PRESIDENTE
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 RUTH STELLA CORREA PALACIO
� En aplicación del Decreto 597 de 1988 “por el cual se suprime el recurso extraordinario de anulación, se amplía el de apelación y se dictan otras disposiciones”, la cuantía necesaria para que un proceso iniciado en el año 1996 fuera de doble instancia, debía ser superior a $13.460.000. La parte actora solicita la indemnización de daños morales y daño fisiológico para los padres y hermanos de los menores fallecidos. Dentro de dichos valores, el más alto corresponde a los daños morales de cada uno de los padres avaluado por el demandante en 2000 gramos de oro que, a la fecha de presentación de la demanda tenían un valor de $23,666,000, cifra que supera la exigida por el mencionado decreto. 


� Sobre la imposibilidad de valorar los testimonios de parte, se ha pronunciado la Sala en las sentencias de 28 de abril de 2010, exp. 19474, C.P. Enrique Gil Botero, y 11 de noviembre de 2009, exp. 18.163, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, entre otras. 


� Ver también Consejo de Estado: Auto del 25 de junio de 1997, exp.10.504; sentencia del 28 de agosto de 1997, exp. 13028; sentencia de 28 de abril de 2005, exp. 14.178; sentencias del 7 de diciembre de 2005, exp. 14.065 y del 28 de noviembre de 2002, exp. 14.397. Criterio reiterado recientemente por la misma Sala en Sentencia de 29 de agosto de 2007, Rad. 14861, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.








� Consejo de Estado, Sección op-cit sentencia del 1 de marzo de 2006, C.P. María Elena Giraldo Gómez. 


� Consejo de Estado, 29 de enero de 2009, Rad. n° 66001-23-31-000-1997-03728-01(16689), C.P. Myriam Guerrero de Escobar.
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